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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente
Real Decreto-ley.

Disposición final primera. Facultad de desarrollo.

Se habilita al Gobierno para desarrollar reglamenta-
riamente lo dispuesto en el presente Real Decreto-ley.

Disposición final segunda. Títulos competenciales.

Lo dispuesto en el Título I del presente Real Decre-
to-ley tiene el carácter de normas básicas dictadas al
amparo del artículo 149.1.13.a y 25.a de la Constitución.

Lo dispuesto en el Título II del presente Real Decre-
to-ley tiene el carácter de legislación de aplicación gene-
ral dictada al amparo del artículo 149.1.6.a y 13.a de
la Constitución.

Lo dispuesto en el Título III del presente Real Decre-
to-ley tiene el carácter de legislación de aplicación gene-
ral dictada al amparo del artículo 149.1.6.a y 8.a de la
Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo I del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación de apli-
cación general dictada al amparo del artículo
149.1.13.a de la Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo II del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación básica
dictada al amparo del artículo 149.1.13.a y 18.a de la
Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo III del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación básica
dictada al amparo del artículo 149.1.11.a y 13.a de la
Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo IV del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación básica
dictada al amparo del artículo 149.1.13.a y 14.a de la
Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo V del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación básica
dictada al amparo del artículo 149.1.1.a y 13.a de la
Constitución.

Lo dispuesto en el capítulo VI del Título IV del presente
Real Decreto-ley tiene el carácter de legislación básica
dictada al amparo del artículo 149.1.7.a y 17.a de la
Constitución.

Disposición final tercera.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 23 de junio de 2000.
JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

11837 REAL DECRETO-LEY 7/2000, de 23 de junio,
de Medidas Urgentes en el Sector de las Tele-
comunicaciones.

La liberalización económica constituye un eje prin-
cipal de la política económica desarrollada por el Gobier-
no dirigida a crear un entorno más favorable para que
los agentes productivos se vean incentivados a invertir
y contribuir así al desarrollo económico de todo el país.
Este incremento de la demanda requiere a su vez la

consecución de una oferta productiva flexible que se
acomode a los cambios sin crear tensiones en la esta-
bilidad de precios. La búsqueda de un mayor nivel de
crecimiento sostenible debe proceder de un uso más
activo de los instrumentos de reforma estructural, como
los que se plantean en esta norma.

Adicionalmente, el peso cualitativo y cuantitativo de
los sectores afectados por las medidas contenidas en
este Real Decreto-ley garantizan un impacto positivo y
duradero de las mismas en una doble vertiente. Por el
lado de la producción, el carácter de servicios interme-
dios de las telecomunicaciones contribuirá a disminuir
los costes empresariales y, en último término a la com-
petitividad de nuestra industria. Por el lado de los con-
sumidores y usuarios, el aumento del número de ope-
radores, así como la mayor variedad y calidad de los
productos ofrecidos por los mismos contribuirán a elevar
el nivel de bienestar de toda la población española. Men-
ción especial requieren las medidas destinadas a impul-
sar el uso de Internet. Estas iniciativas, que amplían las
oportunidades de acceso de todos los ciudadanos al
ámbito de la Sociedad de la Información, ofrecen una
oportunidad única para que el conjunto de los ciuda-
danos españoles se incorporen a las nuevas tecnologías
y el país en su conjunto afronte la era digital desde
una posición de partida privilegiada.

La liberalización impulsada desde la Comisión Euro-
pea en el ámbito de las telecomunicaciones exige incor-
porar a nuestro ordenamiento las recientes orientaciones
comunitarias, algunas de las cuales, como ocurre con
la apertura del bucle local de abonado, deben regularse
con urgencia.

Las medidas que se desarrollan en el capítulo I per-
siguen incidir a corto plazo en la reducción del coste
de las llamadas metropolitanas, el de mayor impacto
para las economías domésticas. Por un lado, se esta-
blecen programas de tarifas para las llamadas metro-
politanas y, por otro, se prevén las modificaciones nece-
sarias para que todos los operadores puedan competir
en igualdad de oportunidades. A medio plazo, el desarro-
llo de la selección de operador para llamadas metro-
politanas, así como la apertura del bucle del abonado,
completarán la instauración de la libre competencia en
el ámbito de la telefonía local. En el caso de las comu-
nicaciones dirigidas a Internet, se establece una tarifa
plana que pretende impulsar el uso de Internet por los
ciudadanos españoles y el fomento del desarrollo de
nuevas iniciativas y servicios en el mercado de la Socie-
dad de Información. La garantía de que esta medida
se verá acompañada de la superación de determinados
obstáculos que estaban impidiendo el desarrollo de un
mayor grado de competencia y de innovación en el acce-
so a Internet contribuye a crear las condiciones ade-
cuadas y perdurables en el tiempo para un acceso a
Internet más barato y rápido para el conjunto de los
usuarios.

Adicionalmente, se incrementan las exigencias de
información y transparencia para los operadores tele-
fónicos dominantes en materia de costes. En materia
de telefonía móvil se analizarán, antes del 31 de octubre
del año 2000, las distintas alternativas para ampliar el
número actual de operadores e intensificar la compe-
tencia.

Estas medidas de carácter urgente se completarán
próximamente por el Ministerio de Ciencia y Tecnología,
mediante propuestas de desarrollo reglamentario y
actuaciones que abarcarán, entre otras materias, las rela-
tivas al uso compartido de infraestructuras y acceso de
los operadores al dominio público y privado, evaluación
de conformidad y puesta en el mercado de equipos y
aparatos de telecomunicación, y la regulación del uso
del dominio público radioeléctrico. Asimismo, llevará a
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cabo las actuaciones y elaborará los correspondientes
planes para alcanzar el objetivo de la iniciativa «Europa,
una Sociedad de la Información para todos», adoptada
en el Consejo Europeo extraordinario de Lisboa.

Finalmente en el capítulo II, en el ámbito de la ins-
pección técnica de vehículos, se recogen medidas diri-
gidas a liberalizar la actividad.

En la adopción de estas medidas, que se integran
en el conjunto más amplio de las que adopta el Gobierno,
concurren, por la naturaleza y finalidad de las mismas,
la circunstancia de extraordinaria y urgente necesidad
que exige el artículo 86 de la Constitución para la uti-
lización del Real Decreto-ley, requisito imprescindible
como ha recordado por otra parte la jurisprudencia cons-
titucional.

En su virtud, a propuesta del Vicepresidente Segundo
del Gobierno para Asuntos Económicos y Ministro de
Economía y el Ministro de Ciencia y Tecnología, previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 23 de junio de 2000, y en uso de la autorización
concedida por el artículo 86 de la Constitución,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Telecomunicaciones

Artículo 1. Contabilidad de costes.

Se añade una disposición adicional a la Ley 11/1998,
de 24 de abril, General de Telecomunicaciones con la
redacción siguiente:

«Disposición adicional duodécima. Presentación
de la contabilidad de costes.

1. Los operadores del servicio telefónico fijo
y los de líneas susceptibles de arrendamiento que
tengan la consideración de dominantes, presenta-
rán a los Ministerios de Economía y de Ciencia
y Tecnología y a la Comisión del Mercado de Tele-
comunicaciones, antes del 31 de julio de cada año,
los resultados del sistema de contabilidad de costes
del último ejercicio cerrado y del inmediatamente
anterior, correspondientes a las áreas de negocio
de los servicios telefónico fijo, de líneas suscep-
tibles de arrendamiento y de interconexión, pres-
tados en el territorio español, así como los de pres-
tación del servicio universal de telecomunicaciones,
con el grado de detalle que permita conocer
los costes totales y unitarios de cada uno de los
servicios, de acuerdo con los principios, criterios
y condiciones para el desarrollo del sistema de con-
tabilidad de costes, aprobados por dicha Comisión.

Asimismo, los operadores que, no teniendo la
consideración de dominantes, tengan obligaciones
de prestación del servicio universal de telecomu-
nicaciones, presentarán los resultados del sistema
de contabilidad de costes por la prestación de este
servicio, en las mismas condiciones y fechas refe-
ridas en el párrafo anterior.

2. Los operadores de telefonía móvil automá-
tica que tengan la condición de dominantes en el
mercado nacional de interconexión, presentarán a
los Ministerios de Economía y de Ciencia y Tec-
nología y a la Comisión del Mercado de las Tele-
comunicaciones, antes del 31 de julio de cada año,
los estados de costes que justifiquen los precios
de interconexión. Estos estados de costes serán
los correspondientes al último ejercicio cerrado y

al inmediatamente anterior y deberán presentarse
auditados externamente.

3. El análisis de los citados costes a efectos
de los apartados anteriores, así como su incidencia
sobre la estructura sectorial, se llevará a cabo por
los Ministerios de Economía y de Ciencia y Tec-
nología, con la asistencia de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones.»

Artículo 2. Apertura del bucle del abonado.

El Gobierno, previo informe de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones establecerá las condi-
ciones para que, a partir de enero del año 2001, los
operadores dominantes de redes públicas telefónicas
fijas faciliten el acceso desagregado y el acceso com-
partido al bucle de abonado.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos establecerá, a propuesta conjunta de los
Ministerios de Economía y de Ciencia y Tecnología, y
previo informe de la Comisión del Mercado de las Tele-
comunicaciones, los precios de la primera oferta de refe-
rencia de los operadores a los que se refiere el párrafo
anterior, correspondientes a ambas modalidades de
acceso al bucle de abonado.

Artículo 3. Selección de operador para llamadas metro-
politanas.

Se añade un nuevo párrafo al punto 7 del artícu-
lo 22 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones, con la redacción siguiente:

«Los operadores de redes públicas fijas que ten-
gan la consideración de dominantes, facilitarán,
antes del 15 de noviembre de 2000, los proce-
dimientos de selección de operador llamada a lla-
mada y de preasignación de operador en las líneas
de abonado conectadas a centrales telefónicas digi-
tales, para las llamadas de ámbito metropolitano.»

Artículo 4. Modificación de las tarifas telefónicas.

1. Los operadores dominantes del servicio telefó-
nico fijo disponible al público incorporarán, con vigencia
a partir del 1 de noviembre del año 2000, un programa
de tarifas para el servicio telefónico metropolitano, que
dará derecho al consumo de seiscientos minutos de trá-
fico al mes en horario de tarifa reducida.

El precio de dicho programa será de 700 pesetas
mensuales, en el que se incluye el precio de estable-
cimiento de las comunicaciones.

Se entiende por horario de tarifa reducida: De cero
a ocho horas y de dieciocho a veinticuatro horas, de
lunes a viernes, y sábados, domingos y festivos nacio-
nales de cero a veinticuatro horas.

El Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio
de Economía aprobarán las condiciones particulares de
contratación de este programa. A estos efectos, los ope-
radores dominantes realizarán la correspondiente pro-
puesta en el plazo de quince días desde la publicación
de este Real Decreto-ley.

2. Los operadores dominantes del servicio telefó-
nico fijo disponible al público incorporarán, con vigencia
a partir del 1 de noviembre del año 2000, un programa
de tarifas para el servicio telefónico metropolitano, que
dará derecho al consumo de seiscientos minutos de trá-
fico al mes, durante las veinticuatro horas del día.

El precio de dicho programa será de 1.400 pesetas
mensuales, en el que se incluye el precio de estable-
cimiento de las comunicaciones.
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El Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio
de Economía aprobarán las condiciones particulares de
contratación de este programa. A estos efectos, los ope-
radores dominantes realizarán la correspondiente pro-
puesta en el plazo de quince días desde la publicación
de este Real Decreto-ley.

3. Los operadores dominantes del servicio telefó-
nico fijo disponible al público incorporarán, con vigencia
a partir del 1 de noviembre del año 2000, una nueva
tarifa para el acceso a Internet a través de su red pública
telefónica fija de un importe de 2.750 pesetas men-
suales.

Esta tarifa se aplicará a las llamadas realizadas entre
las cero y las ocho horas y entre las dieciocho y las
veinticuatro horas, de lunes a viernes, y entre las cero
y las veinticuatro horas de los sábados, domingos y fes-
tivos de ámbito nacional.

Dicha tarifa dará derecho al establecimiento de comu-
nicaciones durante ese horario, en llamadas de ámbito
metropolitano, realizadas a números de la red publica
telefónica fija, incluidos los del rango de numeración
de los servicios de inteligencia de red, y que se corres-
pondan con los de los centros de acceso al servicio Inter-
net pertenecientes a los diferentes proveedores de este
último servicio. Adicionalmente el Ministerio de Ciencia
y Tecnología determinará un rango de numeración espe-
cífica al que podrán acogerse los centros de acceso al
servicio Internet de la misma provincia que el abonado
llamante.

La citada tarifa será aplicable a todos los usuarios
que acceden a través de la red pública telefónica fija
de los operadores dominantes del servicio telefónico fijo
disponible al público, sea cual sea la red a la que esté
asociado el punto de terminación del centro de acceso
al servicio Internet.

El tráfico dirigido a los números correspondientes a
centros de acceso a Internet se entregarán por los ope-
radores dominantes del servicio telefónica fijo disponible
al público de forma separada del tráfico de telefonía
vocal, y en los mismos puntos de interconexión de voz
existentes. A estos efectos, los operadores negociarán
los correspondientes acuerdos, resolviendo la Comisión
del Mercado de las Telecomunicaciones los supuestos
en los que no se alcance dicho acuerdo.

El Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio
de Economía aprobarán las condiciones particulares de
contratación de esta nueva tarifa. A estos efectos, los
citados operadores presentarán una propuesta en el pla-
zo de quince días desde la publicación de este Real
Decreto-ley.

Artículo 5. Impulso de la competencia en telefonía
móvil.

El Ministerio de Ciencia y Tecnología efectuará antes
del 31 de octubre del año 2000 un estudio sobre las
posibles alternativas que permitan incrementar el grado
de competencia en telefonía móvil, realizando las pro-
puestas regulatorias correspondientes.

Artículo 6. Modificación de la Oferta de Interconexión
de Referencia.

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones
elevará, con carácter excepcional y antes del próximo
15 de septiembre, para su aprobación por la CDGAE,
la propuesta de modificación de la Oferta de Interco-
nexión de Referencia de «Telefónica, Sociedad Anónima
Unipersonal», que garantice la eficacia competitiva de
las medidas adoptadas en el presente capítulo, de forma
que todos los operadores en el mercado partan de las
mismas condiciones.

CAPÍTULO II

Inspección Técnica de Vehículos

Artículo 7. Prestación de los servicios de Inspección
Técnica de Vehículos.

1. Las inspecciones técnicas que, de acuerdo con
lo dispuesto en el Reglamento General de Vehículos y
en las demás normas aplicables, deban hacerse en los
vehículos, se realizarán en Estaciones de Inspección Téc-
nica de Vehículos.

2. La ejecución material de las inspecciones podrá
efectuarse por las Comunidades Autónomas o Adminis-
tración competente directamente o a través de socie-
dades de economía mixta en cuyo capital participen,
o por particulares. Salvo en el caso en que la ejecución
se lleve a cabo directamente por las Comunidades Autó-
nomas o Administración competente, será requisito
imprescindible para acceder a la actividad de inspección
de vehículos la obtención previa de una autorización,
cuyo otorgamiento corresponderá a las Comunidades
Autónomas o Administración competente.

La autorización deberá otorgarse siempre que el titu-
lar acredite que la instalación en la que proyecta realizar
los servicios de inspección cumple los requisitos técnicos
que a tal efecto se determinen reglamentariamente en
el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor del
presente Real Decreto-ley.

3. El incumplimiento de las condiciones técnicas
que deben reunir las instalaciones constituirá una infrac-
ción muy grave que será sancionada con multa de hasta
5.000.000 de pesetas. Además, cuando la comisión de
la infracción menoscabe gravemente la calidad de los
servicios de inspección o cuando el incumplimiento se
produzca de forma reiterada o dilatada en el tiempo,
podrá imponerse la sanción de revocación de la auto-
rización habilitante para el ejercicio de la actividad de
inspección de vehículos, en cuyo caso, una vez iniciado
el expediente, podrá ésta suspenderse provisionalmente.

La competencia para instruir los expedientes sancio-
nadores e imponer las sanciones corresponderá a los
órganos competentes de las Comunidades Autónomas
o Administración competente en cada caso.

Las infracciones a las que se refiere este párrafo pres-
cribirán al año; las sanciones prescribirán igualmente
en el plazo de un año.

Reglamentariamente podrá actualizarse la cuantía de
la multa prevista en el presente párrafo.

Disposición transitoria. Régimen de las concesiones
y autorizaciones de prestación de servicios de Ins-
pección Técnica de Vehículos subsistentes en el
momento de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley.

Las concesiones otorgadas conforme al Real Decre-
to 1987/1985, de 24 de septiembre, y las autori-
zaciones concedidas conforme al Real Decreto
3273/1981, de 30 de octubre, subsistentes en el
momento de la entrada en vigor del presente Real Decre-
to-ley, seguirán habilitando a sus titulares para realizar
los servicios de inspección de vehículos sin que sea pre-
ceptiva en estos casos la autorización previa a la que
se refiere el artículo 7 del presente Real Decreto-ley.
No obstante, en ambos casos, las Estaciones estarán
obligadas a cumplir los requisitos técnicos exigibles con
carácter general a todo tipo de instalaciones siéndoles
de aplicación el régimen sancionador previsto en dicho
precepto.
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Artículo 8. Modificación del Real Decreto 1987/1985,
de 24 de septiembre, sobre normas básicas de ins-
talación y funcionamiento de las Estaciones de Ins-
pección Técnica de Vehículos.

1. Se suprime la referencia que se contiene en el
artículo 3 respecto a los talleres de reparación.

2. Se modifica el artículo 13 que queda redactado
del siguiente modo:

«Las tarifas máximas de inspección y su actua-
lización periódica serán establecidas por las Comu-
nidades Autónomas.»

3. Reglamentariamente se podrá modificar lo dis-
puesto en el presente artículo.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas otras disposiciones de
igual o inferior rango al del presente Real Decreto-ley
se opongan a lo dispuesto en él.

Disposición final primera. Facultad de desarrollo.

Se habilita al Gobierno para desarrollar reglamenta-
riamente lo dispuesto en el presente Real Decreto-ley.

Disposición final segunda. Títulos competenciales.

Las disposiciones del presente Real Decreto-ley tienen
el carácter de disposiciones de aplicación general dic-
tadas al amparo del artículo 149.1.13.a y 21.a de la
Constitución.

Disposición final tercera.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 23 de junio de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO DE HACIENDA

11838 ORDEN de 9 de junio de 2000 por la que
se regula el derecho a efectuar declaraciones
de aduana.

El Real Decreto 1889/1999, de 13 de diciembre,
por el que se regula el derecho a efectuar declaraciones
de aduana, viene a acomodar la normativa nacional refe-
rida a la presentación de declaraciones de aduana para
el despacho de las mercancías, hasta el momento con-
tenida en el texto de las Ordenanzas Generales de Adua-
nas, de 17 de octubre de 1947, y un variado y disperso
conjunto de disposiciones de menor rango, a cuanto
sobre la materia se establece en el vigente Código adua-
nero comunitario —Reglamento 2913/1992, del Con-
sejo, de 12 de octubre—, en obligada sistematización
de los supuestos de consideración, consiguiéndose, de
este modo, una presentación unitaria de la regulación
básica, en contribución de facilidad expositiva para los
operadores interesados. Destaca, en este orden, como
principal aporte de aquella regulación, cuanto hace refe-

rencia a las modalidades de representación y sus formas
de designación, en todo acomodadas a las previsiones
comunitarias de aplicación.

Es, tal vez, en el ámbito de la representación, donde
la nueva reglamentación va a incidir de manera cuali-
ficada respecto de la anterior ordenación en la materia.
En efecto, hasta la vigencia del Real Decreto 1889/1999,
del que la presente Orden es consecuencia y desarrollo,
la representación en materia aduanera se hallaba atri-
buida, con carácter de exclusividad, a un concreto sector
profesional, único legitimado con capacitación para
actuar por cuenta de terceros, bien fuera en nombre pro-
pio, bien en nombre del mandante.

Como se indica, a partir de la vigencia del indicado
Real Decreto, la representación en Aduanas va a romper
su tradicional línea proteccionista, liberando la posibi-
lidad de efectuar declaraciones y demás actuaciones rea-
lizadas ante las Aduanas, de manera tal que únicamente
se mantiene la reserva, permitida por la normativa comu-
nitaria, a favor del sector profesional que actualmente
la detenta, cuando lo fuera bajo una de las dos moda-
lidades de representación admisibles en Derecho. Quiere
ello decir, por consiguiente, que, desde la fecha, la repre-
sentación indirecta podrá ser desempeñada por sectores
de intermediación del mundo del comercio y del trans-
porte, en debida agilidad y economicidad de compor-
tamientos para con los interesados, alcanzados por la
medida.

Ello no obstante, como se indica, aquella ordenación
normativa, en su condición de reglamentación básica,
exige un desarrollo de aplicación que contemple de la
manera más detallada posible las singularidades espe-
cíficas de cada uno de los diferentes supuestos bajo
los cuales se efectúe la presentación de las declaraciones
aduaneras, tanto en el caso de que aquella formulación
se realice por los propios titulares de la actividad que
reciban a su consignación o que expidan las mercancías
objeto de su tráfico negocial, como cuando la indicada
presentación sea practicada por terceros en ejecución
de un mandato de representación. Incluso en este último
supuesto, resultará igualmente obligado atender a los
condicionantes de acreditación que han de contemplarse
según sea la distinta modalidad bajo la que aquella repre-
sentación tenga lugar, todo ello, como es de comprender,
en perfecta adecuación a lo establecido en la materia
por las reglamentaciones, tanto básicas como de apli-
cación, de la normativa comunitaria.

Al propio tiempo, e íntimamente unida a la cuestión
de las personas que se hallan capacitadas para poder
presentar declaraciones de aduana, surge una variada
temática que, de igual modo, ha de ser contemplada
por el desarrollo reglamentario de lo que constituye el
centro modular del instituto de la representación adua-
nera, cuestiones adyacentes, no obstante, de importan-
cia cualificada como son, en concreto, las referidas
al origen de la deuda aduanera surgida de la propia
formulación de la declaración aduanera, el concepto de
deudor y su compromiso de cumplimiento de las obli-
gaciones derivadas de aquella formulación y, por último,
cuanto guarde relación con el afianzamiento de la deuda
aduanera en todos aquellos supuestos en que la nor-
mativa de aplicación obligara a la constitución de una
garantía para responder del pago de la misma.

Asimismo, en la presente disposición se aborda un
tema de especial significación para los operadores eco-
nómicos, al considerarse la posibilidad de que toda per-
sona que actúe por cuenta del destinatario o del expe-
didor de los bienes objeto de comercio exterior pueda
acreditar su legitimación ante una sola oficina aduanera,
sirviendo dicha acreditación para poder actuar ante cual-
quier otro recinto habilitado, en la forma permitida, sin
necesidad de ningún trámite añadido más a realizar de
su parte en los distintos centros de posible intervención.


